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Licenciado

Rafael Chan Jaen 

Director, División de Transportes

Ministerio de Obras Públicas y Transportes 

Estimado señor:

Asunto:
Recurso de revocatoria con apelación en subsidio, e incidente de nulidad, contra el criterio vertido en el oficio No. 8878-2004 emitido por CENREL.


Se da respuesta a su oficio No. 4169 de fecha 20 de agosto del 2004, mediante el cual plantea ante este Despacho recurso de revocatoria con apelación en subsidio, e incidente de nulidad, contra el criterio vertido en el oficio No. 8878 (DI-CR-383) del 13 de agosto del 2004 emitido por este Centro de Relaciones para el Fortalecimiento del Control y la Fiscalización Superiores (CENREL). 


En atención a su gestión, se procede a indicar lo siguiente:

I. Antecedentes


Mediante los oficios recibidos en esta Contraloría General con los número de ingreso 21404-2002, 25436-2002, 29950-2002 y 20710-2003, el licenciado Rafael Chan Jaen, en su condición de Director de la División de Transportes del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, plantea ante este Órgano Contralor una denuncia relacionada con un nombramiento que se realizó en la Auditoría Interna del MOPT.


Mediante el oficio No. 8878 (DI-CR-383) del 13 de agosto del 2004, este Centro de Relaciones para el Fortalecimiento del Control y la Fiscalización Superiores atiende las citadas gestiones del señor Chan Jaen, y le indica que se decidió trasladar tales gestiones al Ministro de esa Cartera, para que sea él quien, como superior jerárquico de esa Institución resuelva lo que en derecho corresponda. En ese sentido, se indicó lo siguiente:

“De conformidad con la documentación aportada los análisis correspondientes concluyen en que los hechos que se pide investigar están relacionados con un nombramiento que se realizó en la Auditoría Interna del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, los cuales ocurrieron antes de entrar en vigencia la Ley General de Control Interno, debido a ello lo procedente es que sea el Ministro, quien en su condición de jerarca resuelva sobre el particular, considerando lo que al respecto señaló el órgano competente en su oportunidad, es decir la Dirección General del Servicio Civil en oficio N° AC163-2002 y DG-496-2002, así como otros elementos que se consideren necesarios.  Por lo anterior la documentación se trasladó al Jerarca de ese Ministerio.”

II. Argumentos sobre los que se basa el recurso de revocatoria planteado


En la presente gestión, el señor Chan Jaen plantea el recurso de revocatoria contra lo resuelto en el citado oficio No. 8878-2004 con base en los siguientes argumentos:

1. Que el criterio emitido en el oficio No. 8878-2004 no hace el reparo de que es meramente un complemento de la denuncia inicial planteada y recibida en la Contraloría General mediante el número de ingreso 29950 en contra de la licenciada Irma Gómez Vargas, auditora interna del MOPT, y donde denuncia que fue nombrada en dos cargos en forma contraria al ordenamiento jurídico.

2. Que mediante oficio No. 12272 (DI-CR-0472) del 28 de octubre del 2003, esta Unidad le acusó recibo de la ampliación a la denuncia inicial, y le informó que dichos documentos se trasladaron al Área de Servicios de Obra Pública y Transporte de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de esta Contraloría General. Entonces, manifiesta que si esa Área es la que conoce todo lo relacionado con ese Ministerio, se cuestiona la razón por la cual no se dio una resolución de fondo que contenga mención concreta y extensa de todos los puntos objeto de la denuncia, entiéndase la inicial y la ampliación. Que si ya están concurriendo motivos de abstención en la participación del Ingeniero Alvaro Vargas Solís, así debió hacerse constar y pasar el asunto a otras de las dependencias de esta Contraloría para el análisis de fondo.

3. Que la misiva No. 8878 contiene un acto final de desestimación de una denuncia seria y formal y por lo tanto no puede tramitarse mediante una simple nota, en violación a lo dispuesto en el artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, además de que este órgano cedió su competencia a favor del Área de Obra Pública y Transporte, y no consta acto alguno de avocación.

4. Que el único argumento es que los hechos ocurrieron antes de entrar en vigencia la Ley General de Control Interno, por lo que corresponde al Ministro del MOPT resolver sobre el particular, dándole plenamente la razón a la Dirección General de Servicio Civil, uno de cuyos órganos figuraba en la denuncia, declinándose de esa manera la competencia de esta Contraloría General. Es decir, se está decidiendo en el sentido de que este Órgano Contralor no tiene ya poder sobre el pasado sobre actos irregulares que cometieron los funcionarios públicos con anterioridad a la promulgación de una nueva ley, casi dando a entender que se está en presencia de situaciones jurídicas consolidadas.

5. Que en la nota 8878 se deduce que ya se trasladó su denuncia al Ministro del MOPT para que resuelva lo que corresponda sin especificarse cuando y mediante cual oficio, y a la fecha no sabe si incluso ya fue desestimada.  Que se trata de un acto final donde se declina la competencia obligada de este Órgano Contralor  y se remite la denuncia y su ampliación a un órgano incompetente. 


Finalmente, solicita que se ordene la suspensión del acto administrativo conforme lo dispuesto en el artículo 148 de la Ley General de la Administración Pública.

III. Análisis de los argumentos planteados


En lo que respecta al primer argumento, hemos de indicar que si bien no se hizo referencia  expresamente en el oficio No. 8878-2004 a las gestiones anteriores relacionadas con  la citada denuncia y que fueron recibidas en esta Contraloría General mediante los números de ingreso 21404-2002, 25436-2002 y 29950-2002, es  lo cierto que esta Unidad tomó en consideración todos esos documentos en conjunto, puesto que se tratan del mismo asunto, y así se hace ver al incluir en la parte final de nuestro oficio No. 8878-2004 (después de la firma) la referencia a los citados números de ingreso.  De ahí que debe quedar claro que efectivamente al señor Ministro de Obras Públicas y Transportes se le trasladaron las cuatro gestiones anteriores que se mencionan, por ser todas parte de la misma denuncia.


En lo que respecta al segundo argumento, debe tenerse presente que la denuncia tramitada mediante nuestro oficio No. 12272-2003 y de la cual efectivamente se le dio traslado al Área de Servicios de Obra Pública y Transporte de esta Contraloría General,  versa sobre asuntos totalmente distintos e independientes de los hechos contenidos en la denuncia tramitada en el oficio No. 8878-2004.  


Es por ello que, tal y como lo explicó el ingeniero Alvaro Vargas Solís, Gerente del Área de Servicios de Obra Pública y Transporte de esta Contraloría General al diputado José Miguel Corrales, en el oficio No. 7034 (FOE-OP-292) del 24 de junio pasado, las citadas gestiones fueron tramitadas por esta Contraloría General en forma separada. En lo que interesa, en esa oportunidad se indicó lo siguiente:

“1) Se recibieron en esta Contraloría General tres documentos en los que figura como denunciada la Licda. Irma González Vargas, dos de ellos (con número de ingreso 22617 del año 2002 y 7415 del año 2003) se han venido atendiendo en esta Área de Fiscalización y el tercero (con número de ingreso 21404 del año 2002 y adicionado por el denunciante con tres documentos más con números de ingreso 25436 y 29950, ambos del año 2002, y 20710 del año 2003) fue atendido en su inicio por el Equipo de Admisibilidad y Valoración de Denuncias de las Secretaría Técnica de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa y actualmente está siendo atendido por el Centro de Relaciones para el Fortalecimiento del Control y la Fiscalización Superior (CENREL) de la División de Desarrollo Institucional de este órgano de control.

2) En lo que a la primera de las denuncias se refiere (número de ingreso 22617), esta Área, mediante el oficio No. 3614 del 28 de marzo del 2003 (FOE-OP-174), ordenó el archivo de la denuncia interpuesta por haber considerado que los hechos descritos por el denunciante lo que pretendían era desvirtuar lo indicado en un Informe de Auditoría producto del cual se le había abierto un procedimiento administrativo. Contra este oficio el denunciante interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio. El primero ellos fue resuelto mediante el oficio No. 7897 del 23 de julio de 2003 (FOE-OP-351), el cual fue declarado parcialmente con lugar, y en el que se indicó que se iba a proceder a ordenar el inicio de una investigación en relación con los hechos que motivaron esa declaratoria.  En cuanto a los puntos no aceptados en el recurso, se elevó el recurso de apelación para conocimiento del entonces señor Contralor General de la República, el cual confirmó lo indicado por esta Gerencia al resolver el recurso de revocatoria mediante el oficio No. 10862 del 30 de setiembre de 2003 (CO-410). Según lo señalado se procedió a iniciar la investigación y actualmente ésta se encuentra en la fase final, de ahí que se espere contar con resultados en el corto plazo.

3) Respecto de la segunda de las denuncias ingresadas (número de ingreso 7415), se dispuso realizar la investigación del caso y actualmente ésta se encuentra en la fase final, de ahí que, al igual que en el caso anterior, se espera tener los respectivos resultados en el corto plazo.

4) En cuanto a la tercera de las denuncias (número de ingreso 21404), según la información suministrada a esta Gerencia por la Licda. Mercedes Campos Alpizar, Jefa del Centro de Relaciones para el Fortalecimiento del Control y la Fiscalización Superiores, la investigación cuenta con un avance sustantivo y se estima que los resultados correspondientes estarán siendo despachados, a más tardar, la segunda quincena de julio del año en curso.” 


Así las cosas, debe quedar claro que la denuncia tramitada mediante el oficio No. 8878-2004 es independiente de la tramitada en nuestro oficio No. 12272-2003, y no una ampliación de la primera como erróneamente lo consideró el señor Chan Jaen. Por esa misma razón, no hay razón para considerar ningún motivo de abstención del ingeniero Alvaro Vargas en el conocimiento de los asuntos que a su oficina se trasladaron.


En lo que respecta al tercer argumento, hemos de indicar que en ningún momento se ha violentado lo dispuesto en el artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública. 
De una simple lectura del oficio No. 8878-2004 se observa que éste si está fundamentado, ya que expresamente se indicó la razón por la cual este Despacho decidió trasladar el asunto a la propia Administración. El fundamento fue el siguiente:

“...los análisis correspondientes concluyen en que los hechos  que se pide investigar están relacionados con un nombramiento que se realizó en la Auditoría Interna del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, los cuales ocurrieron antes de entrar en vigencia la Ley General de Control Interno, debido a ello lo procedente es que sea el Ministro, quien en su condición de jerarca resuelva sobre el particular, considerando lo que al respecto señaló el órgano competente en su oportunidad,...”


Además, repetimos, por tratarse la denuncia en cuestión de un asunto distinto a los que se encuentran en trámite en nuestra Área de Servicios de Obra Pública y Transporte, no se requería de ningún acto de avocación como erróneamente lo considera el petente.


En lo que respecta al cuarto argumento, debe observarse que en ningún momento en el oficio No. 8878-2004 se entra a analizar ni a valorar lo indicado por la Dirección General de Servicio Civil, por lo cual es incorrecto considerar que se está emitiendo criterio en uno u otro sentido.  


Además, el hecho de que la gestión se haya trasladado a la Administración para que sea el Ministro quien la tramite y resuelva, no significa en modo alguno que se ha perdido la competencia sobre actos que se ejecutaron en el pasado ni que se está en presencia de situaciones jurídicas consolidadas como equivocadamente lo interpreta el señor Chan Jaen; sino que en orden a las facultades y atribuciones que nuestra Ley Orgánica le otorga a esta Contraloría General, se decidió que por la fecha en que ocurrieron los hechos denunciados y la naturaleza de los mismos, quien debe atender la denuncia es la propia Administración.


En lo que respecta al quinto argumento, hemos de indicar que la denuncia se le trasladó al licenciado Javier Chaves Bolaños, entonces Ministro de Obras Públicas y Transportes, mediante el oficio No. 8669 (DI-CR-366) de fecha 28 de julio último. Debe tener presente que por ser ese Ministerio en donde ocurrieron los hechos denunciados, tal situación hace plenamente competente al Ministro del ramo, como jerarca de dicha entidad, para conocer  de la denuncia.


Por otra parte, no podemos dejar de referirnos a la afirmación hecha por el señor Chan Jaen en el sentido de que existe un “contubernio entre la Auditora y el Ministro que se está haciendo extensivo a esta Contraloría”, por el solo hecho de que esta Unidad decidió trasladar su gestión a la propia Administración. Al respecto debe quedar claro que las decisiones tomadas obedecen estrictamente a criterios de legalidad y están apegadas al ordenamiento jurídico, razón por la cual resulta del todo inaceptable afirmaciones como la hecha, cuestionando sin fundamento alguno, la credibilidad y objetividad de las decisiones de esta Unidad.


Finalmente, hemos de indicar que no existen razones de mérito para declarar la suspensión de la ejecución del acto, como se solicita. 

IV. Conclusión


En razón de todo lo expuesto, es criterio de este Despacho que no existe fundamento para modificar el criterio vertido en el oficio No. 8878 (DI-CR-383) del 13 de agosto del 2004 emitido por este Centro de Relaciones para el Fortalecimiento del Control y la Fiscalización Superiores, el cual se mantiene. Por consiguiente, se rechaza el recurso de revocatoria interpuesto y se traslada la gestión ante el Superior Jerárquico para que conozca de los recursos de apelación en subsidio y de nulidad interpuestos.


Se le previene para que en un plazo de 03 días hábiles contados a partir de la notificación del presente oficio, se apersone ante el Despacho del Contralor General a efecto de manifestar lo que considere pertinente con respecto al recurso planteado.   







Atentamente,

Licda. Mercedes Campos Alpízar, MCP

Jefe de Unidad

CMC/MCA/ech

ci  
Dr. Alex Solís Fallas, Contralor General de la República


Sr. Ovidio Pacheco, Ministro, MOPT
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